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RECHAZA CITACIÓN EN GARANTÍA / EN SUBSIDIO CONTESTA DEMANDA 

 

 

SEÑOR JUEZ: 

 

 

JOSÉ A. VERGARA LUQUE, en representación de  CAJA DE 

SEGUROS S.A., en estos autos N° 7819, caratulados “OVALLE MARIO JONATAN C/ 

ECHEVERRIA FERNANDO EZEQUIEL Y TOBARES GISELA VANESA P/ DAÑOS 

DERIVADOS DE ACCIDENTES DE TRÁNSITO ”, a V.S. digo: 

 

I.- PERSONERÍA / SE HACE PARTE / DOMICILIO: 

I.1.- Acredito la representación de CAJA DE SEGUROS S.A., 

mediante copia fiel del poder general para juicios que tengo conferido, cuya autenticidad 

y vigencia declaro bajo fe de juramento. 

En el referido instrumento constan los datos de mi mandante, 

lugar a donde remito en mérito a la brevedad. 

 

I.2.- En el carácter invocado, me hago parte en autos, y 

constituyo domicilio legal en Avda. Peltier 50, 2° Piso, Oficina 24, Ciudad de Mendoza.  

Asimismo, constituyo domicilio electrónico en la matrícula del Dr. 

José A. Vergara Luque, SCJM N° 5190, e-mail: josevergaraluque@hotmail.com // Tel. 

0261-156129209. 

 

II.- RECHAZA CITACIÓN EN GARANTÍA: 

Por intermedio de esta presentación, en tiempo hábil y legal 

forma declino la citación en garantía efectuada en autos, atento a que no existe 

fundamento alguno para la pretensión de garantía respecto de CAJA DE SEGUROS S.A. 

En efecto, existe una FALTA DE LEGITIMACIÓN PASIVA de 

esta parte, FUNDADA EN QUE EN LA FECHA DE PRODUCCIÓN DEL ACCIDENTE (12 

de enero de 2022), NO EXISTÍA PÓLIZA VIGENTE respecto del rodado VW Gol Trend, 

dominio AB342EG. 

En forma subsidiaria de ello, rechazo la citación en cobertura 

porque tanto en el acta de accidente como en el fallo del Juzgado de administración vial 

condena al sr Echeverria Fernando por la responsabilidad en el accidente y circular sin 

seguro, y sin registro habilitante.  La licencia habilitante para conducir es un requisito 

indispensable que la ley de tránsito impone a todos los conductores, previo a la 

realización de la actividad, presumiendo que la carencia de esta genera inaptitud 

psicofísica y falta de conocimientos mínimos.  En el caso concreto la carencia del carnet 

habilitante es conducente con la mecánica.   



En el orden nacional, el art. 40 de la ley N° 24.449 impone como 

requisito indispensable para poder circular con automotores que su conductor esté 

habilitado para conducir ese tipo de vehículo y que lleve consigo la licencia 

correspondiente. Por su parte, el art. 77 inc. d) de la referida ley dispone que la falta de 

documentación exigible constituye una falta grave. En igual sentido, la Ley 9024 de 

Mendoza, en sus arts. 40, 43, inc. a) y sgtes, y conc. dispone que todo conductor de la 

provincia debe ser titular de una licencia que lo habilite para conducir el automotor que 

utiliza, la cual debe ser exhibida al solo requerimiento de la autoridad competente. Ahora 

bien, la carencia de licencia de conducir por parte de quien esté al mando del rodado al 

momento de la ocurrencia del siniestro es una de las causales de exclusión de cobertura 

que se encuentra incluida en el texto de las pólizas autorizadas por la SSTSN y/o 

eventualmente contratada por el demandado. Se trata, pues, de una causal de fuente 

convencional, autónoma y operativamente distinta a la exclusión por culpa grave que 

puede ser opuesta al tercero víctima del accidente.  

Se ha sostenido que las conductas que configuran las 

exclusiones aparecen objetivadas, contempladas desde afuera del sujeto que las 

desarrolla. Son establecidas por motivos que hacen a la técnica del seguro y por ende, 

la razonabilidad de la causal de exclusión de cobertura en análisis surge de la simple 

confrontación del presupuesto de hecho (falta de carnet o carnet habilitante vencido). Ello 

se corrobora en el presente caso, al analizarse la cláusula aplicable que simplemente 

establece que la aseguradora no indemnizará el siniestro producido por el vehículo 

asegurado “mientras sea conducido por personas que no estén habilitadas para el 

manejo…”. 

Conforme ha resuelto la SCJMza, en este punto debe estarse a 

la interpretación gramatical de la cláusula contractual: “la extensión del riesgo asegurado 

y los beneficios otorgados deben ser interpretados literalmente, ya que lo contrario 

provocaría un grave desequilibrio en el conjunto de operaciones de la compañía 

(Suprema Corte de Justicia de Mendoza, 21-05-13, autos n° 104.975, Federación 

Patronal, que cita a Halperín, Isaac, “Seguros”, 2° ed., actualizada por JCF Morandi, Bs. 

As., Depalma, 1986, t. II, pág. 503 y ss. citado por). 

En relación a la concreta causal de exclusión invocada –falta de 

carnet de conducir- la Corte provincial ha tenido oportunidad de pronunciarse 

confirmando las sentencias que hicieron lugar al rechazo de la citación, entendiendo que 

la carencia de un carnet de conductor implica asumir un riesgo adicional, que no puede 

ser cubierto por la aseguradora sin debilitar significativamente la ecuación económica del 

contrato. Agrega que esta cláusula de delimitación del riesgo no contradice normas de la 

Ley de Seguros; tampoco contraría la Ley 24.240 de protección de los consumidores 

pues, la cuestión se vincula al riesgo asegurado y a la ecuación económica del contrato 

(14-05-03, autos n° 74.727, Martínez Hnos., LS 322-17; íd. 09-06-03, autos n° 75.217, 



Martínez Hnos, LS 323-001; en el mismo sentido 17-12-03, autos n° 77.747, Olaizola, LS 

333-030, entre otros). 

Finalmente, la Corte recordó que “la misma Ley de Tránsito 

equipara los supuestos en que el conductor careciere de licencia habilitante, o la misma 

no correspondiere a la categoría de vehículo, estuviere caduca en su término de vigencia, 

no renovada o habilitada debidamente, al establecer en el art. 114, que corresponde 

proceder a la retención o retiro del vehículo en todos estos casos” (SCJM, 17-12-12, 

autos n° 105.797, Abihagle).  En la ley hoy vigente, N° 9024, esta equiparación surge de 

su art. 99, inc. f). 

El presente rechazo es oportuno, toda vez que no existió 

denuncia del siniestro motivo de la presente litis. Es decir, se formula en tiempo hábil y 

conforme art. 160, párrafo segundo del CPCCyT.   En consecuencia, previo al trámite de 

ley, solicito a V.S. que rechace la citación en garantía efectuada  respecto de la CAJA 

DE SEGUROS S.A., con expresa imposición de costas. 

 

III.- PRUEBAS: 

Como tal, ofrezco las siguientes: 

 

III.1.- PERICIAL CONTABLE: 

Deberá designarse perito contador en la forma de estilo, a fin de 

que, previo examen de los libros y demás documentación correspondiente de la ORBIS 

COMPAÑÍA ARGENTINA DE SEGUROS S.A., informe: 

 

a).-  Si  CAJA DE SEGUROS S.A. lleva sus libros en legal forma. 

 

b).- Si en la fecha en que se produjo el accidente, existía algún 

contrato de seguros vigente, emitido por CAJA DE SEGUROS S.A., que otorgara 

cobertura al vehículo VW Gol Trend, dominio AB342EG. 

 

c).- En caso afirmativo, el perito deberá especificar número de 

póliza, quién es el tomador, suma asegurada, riesgo asegurado, y  fecha de vigencia de 

la cobertura.  

Asimismo, en tal caso el perito deberá transcribir las cláusulas 

contractuales respectivas referidas a la exclusión de cobertura por carencia de licencia 

de conducir por parte de quien esté al mando del rodado asegurado al momento de la 

ocurrencia del siniestro  

 

d).- Si existió denuncia del siniestro objeto de los presentes 

autos, y en caso afirmativo, indique fecha precisa en que la misma fue realizada. 

 



e).- Si el siniestro fue rechazado, por qué causa y por qué medio 

y en qué fecha, acompañando copia auténtica del instrumento respectivo. 

 

III.2.- Experto Auxiliar Licenciado en Sistemas: 

A todo evento, y para el supuesto de que  el perito contador 

designado no pudiese efectuar el informe solicitado por la necesidad de conocimientos 

especiales en informática, en caso de que existiesen sólo asientos registrados en el 

sistema informático, deberá librarse oficio en la forma de estilo, dirigido a un Tribunal de 

igual clase y grado con competencia en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a fin de 

que proceda a la designación mediante sorteo de un EXPERTO AUXILIAR LICENCIADO 

EN SISTEMAS, a fin de que informe: 

 

a.- Sistema informático empleado por CAJA DE SEGUROS S.A. 

para efectuar la registración de los asientos contables, o en su caso, de emisión de 

pólizas, registro de pagos de primas, denuncias de siniestros, etc. 

 

b.- Si el sistema indicado se encuentra autorizado por la 

Superintendencia de Seguros de la Nación. 

 

c.- Asimismo, el perito deberá expedirse respecto de los mismos 

puntos solicitados al perito contador, en el apartado anterior, conjuntamente con éste, al 

cual remito en mérito a la brevedad. 

 

III.3.- Informativa dirigida a la Ministerio de Seguridad de 

Mendoza, Policía de Mendoza, Sección Antecedentes Personales y a Seguridad 

Vial, Ministerio de Transporte – República Argentina, a fin de que informen si el día 

del accidente objeto del presente proceso, el conductor demandado poseía licencia 

que lo habilitase a conducir rodados automotores, y en su caso, detalle vigencia de la 

misma. 

 

IV.- EN SUBSIDIO CONTESTA DEMANDA: 

En subsidio de la defensa precedente, en tiempo hábil, contesto 

la  demanda interpuesta, solicitando desde ahora a V.S. que oportunamente rechace la 

misma en todas sus partes – con costas – , en virtud de las consideraciones fácticas y 

jurídicas que paso a exponer. 

 

IV.1.- Negativa general y específica. 

Por un imperativo procesal y por no contar con denuncia alguna 

de siniestro, niego todos y cada uno de los hechos invocados por la parte actora en la 

demanda y que no sean objeto de un especial reconocimiento en el presente. 



 

En particular, niego: 

 

a.- Niego por no constarme que actor y demandado hayan 

participado de un accidente de tránsito en la fecha señalada en la demanda. 

 

b.- Niego que el Sr. Ovalle haya conducido el rodado Ford 

Escort, dominio SON-008 por calle Alvear, Luján de Cuyo, con dirección E-O. 

Niego asimismo, que haya circulado con luces reglamentarias 

encendidas y/o a velocidad reglamentaria. 

 

c.- Niego por no constarme que se haya producido el accidente 

que relata el actor en la intersección de las arterias Alvear y Patricios, Departamento e 

Luján de Cuyo.  

 

d.- Niego que en las particulares circunstancias de la causa, el 

actor haya gozado de prioridad legal de paso.  Niego que el conductor demandado haya 

circulado en forma temeraria, culpable y/o negligente, a velocidad excesiva y/o sin 

respetar la velicidad reglamentaria. 

 

e.- Niego que sean imputables al conductor y/o al titular registral 

del rodado VW Gol Trend, dominio AB342EG, y/o a maniobra alguna del mismo y/o a su 

riesgo creado, los daños invocados por la parte actora. 

 

f.- Por tanto, niego la existencia de la relación de causalidad 

entre conducta alguna del conductor del rodado rodado VW Gol Trend, dominio 

AB342EG, su circulación, y los daños que alega la parte actora. 

 

g.-   En consecuencia, niego que esta parte deba resarcir daño 

alguno, y - asimismo -, niego que en las particulares circunstancias de la causa, exista 

responsabilidad del conductor del rodado VW Gol Trend, dominio AB342EG, de 

conformidad a lo previsto por el art. 1.124 del C.C.yC., o del titular registral del rodado, 

de conformidad a lo previsto por el art. 1.722 y 1757 del C.C.yC.  

 

h.- Impugno la autenticidad y desconozco el contenido de la 

documentación acompañada por la parte actora conjuntamente con la demanda, por no 

ser emanada de mi mandante y no constarme su autenticidad. 

Siguiendo a Devis Echandía, me opongo a que el presente 

desconocimiento e impugnación de prueba documental sea resuelto al momento en que 

V.S. se pronuncie sobre la admisibilidad de las pruebas ofrecidas, haciendo reserva de 



las vías impugnativas pertinentes para el caso contrario. En efecto, la valoración de la 

prueba se diferencia de la simple calificación sobre la admisibilidad de ella; ésta se 

limita a revisar la pertinencia o conducencia del medio propuesto y del hecho que 

con él se trata de demostrar. La admisibilidad se examina en el momento de proponerse 

la prueba, la valoración se hace cuando se va a adoptar la decisión sobre los hechos a 

que se refiere, es decir, en la sentencia que concluye la instancia. 

 

IV.2.- IMPUGNA LIQUIDACIÓN:  

Niego, desconozco e impugno, tanto en su existencia, extensión 

y cuantificación, los rubros  daño materiales-privación de uso reclamados por la parte 

actora. Impugno las sumas pretendidas en cada rubro indemnizatorio.  

Por otra parte, aun cuando pudiera determinarse la existencia de 

alguno de estos daños, igualmente deberá rechazarse la demanda por la ausencia de 

todos los presupuestos de responsabilidad, en especial la falta de causalidad con relación 

a conducta alguna de la parte demandada  en los presentes autos.  

 

V.- OPOSICIÓN A NUEVA PRUEBA. 

Atento a que esta parte no ha introducido hechos nuevos en el 

responde, expresamente nos oponemos al ofrecimiento de nueva prueba por parte de la 

contraria. En efecto, el traslado de la contestación de demanda, conforme dispone el art. 

165 del CPCCyT, es al solo efecto de que la parte actora “amplíe su prueba respecto de 

los hechos nuevos introducidos por el demandado, así como en la reconvención y 

contestar las excepciones de previo y especial pronunciamiento deducidas”. Es decir, no 

permite la réplica ni la dúplica (cfme: Cuarta Cámara Civil de Mendoza, “Grinspun de 

Priluski”, 07/diciembre/1988, LS 151-051), con lo que los límites del debate quedaron 

fijados por el responde efectuado por esta parte (litiscon-testatio), y el actor, en esa 

oportunidad procesal solo puede ofrecer nuevas pruebas a fin de desvirtuar las pruebas 

y hechos invocadas por su contraria (cfr. Segunda Cámara Civil de Mendoza, “Cerutti”, 

17/agosto/1993, LS 083-156). 

De lo contrario, esta parte sólo sería escuchada una vez - al 

contestar demanda -, mientras que el actor dos veces, por lo que se verían gravemente 

afectados los principios de bilateralidad e igualdad procesal, y el derecho de defensa de 

esta parte, reconocido por el art. 18 de la Constitución Nacional y normas concordantes 

de los tratados internacionales incluidos en el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacional. 

 

VI.- INTERESES: 

Para el hipotético y poco probable supuesto de condena, 

circunstancia que rechazo y sólo considero por hipótesis, respecto de los rubros que 

cuantifiquen a valores actuales (772 CCyC), vgr. daño moral, corresponde aplicar tasa 

pura desde la fecha del hecho hasta la fecha de la sentencia, esto es el 5% anual pese 



al vacío legal generado por la derogación ley 4087, a fin de evitar enriquecimiento sin 

causa, por aplicación de la doctrina emergente del precedente Fontana, en el cual la 

CSJN declaró la arbitrariedad de la sentencia que ordenó aplicar tasa activa a 

obligaciones estimadas al momento del dictado de la sentencia (Cfr. CSJN in re 

FONTANA,  MARIANA  ANDREA  C/BRINK´S  ARGENTINA  SA.  Y     OT. S/ACCIDENTE 

- ACCIÓN CIVIL, 03/10/2017). En igual sentido, se han pronunciado nuestras Cámaras 

Civiles (Cfr. Segunda Cámara Civil, autos Nro. 250.248/53.037, caratulados: “ASTORRI 

ÁNGELA SUSANA C/ EMPRESA MAIPÚ S.R.L. TRANSPORTE DE PASAJEROS Y 

OTRO P/ D y P” Año 2018; y Tercer Cámara Civil, autos Nro. 53365, FLITZ BONADA, 

RUBÉN C/AYALA, NATALIA SOLEDAD P/D. Y P., 10/12/2018). 

 

VII.- ART. 730 C.C.y C. 

A todo evento, al momento de dictar sentencia, deberá tenerse 

presente que en la provincia resulta aplicable la limitación a las costas judiciales 

contenida en el artículo 730 del Código Civil y Comercial. 

En cuanto a los alcances de la citada limitación, están incluídos 

en la misma los honorarios profesionales de todo tipo devengados y correspondientes a 

la primera instancia, quedando incluídos los honorarios correspondientes a los peritos y 

los importes correspondientes a Tasa de Justicia, Aportes Caja Forense y Derecho Fijo. 

La Corte Suprema de Justicia de la Nación, en precedente CIV 

45865/2009/CS1, Latino, Sandra Marcela c/Sancor Coop. de Seg. Ltada. y ots. s/daños 

y perjuicios, de fecha 11/07/2019, ratificó la constitucionalidad del art. 730 del C.C.yC., 

manteniendo el criterio ya sentado respecto de la limitación del art. 505 C.C.Velezano y 

art. 277 de la Ley 20.744, en los precedentes "Abdurraman (Fallos 332:921), "Brambilla" 

(Fallos 332: 1118), "Villalba" (Fallos 332:1276). En los mismos, la CS recordó que el 

propósito seguido por esas regulaciones "es disminuir el costo de los procesos judiciales, 

con el objetivo de "facilitar el acceso a la justicia de las personas con menores recursos 

económicos, o bien, no agravar la situación patrimonial de las parsonas afectadas por 

esos procesos", y que esta solución "es uno de los arbitrios posibles enderezados a 

disminuir el costo de los procesos judiciales y morigerar los índices de litigiosidad, 

asegurando la razonable satisfacción de las costas del proceso judicial por la parte 

vencida, sin convalidar excesos o abusos". 

 

VIII.- SE OPONE A TRABA DE EMBARGO. 

VIII.1.- Para el hipotético y poco probable supuesto de condena, 

circunstancia que rechazo y sólo considero por hipótesis, esta parte se opone a la traba 

de embargos en los términos del art. 117 del CPCCyT. 

En efecto, si bien es cierto que el art. 117 del CPCCyT de 

Mendoza en su párrafo segundo autoriza la medida de embargo preventivo cuando exista 

sentencia favorable al solicitante, sin más recaudo, también debe valorarse que en el 



caso ha sido aceptada la citación en garantía, no siendo procedente la traba respecto del 

asegurado por estar garantizado el crédito con el contrato de seguro. 

Tampoco resulta procedente respecto de la aseguradora, 

porque debe valorarse la naturaleza del vínculo jurídico-procesal que genera la citación 

en garantía a que alude el art. 118, ley 17.418. La Ley de Seguros no consagra una 

acción directa del damnificado contra el asegurador, y por tanto no puede ser condenado 

Como demandado, pues la sentencia sólo hace cosa juzgada en su contra, la que será 

ejecutable, conforme los términos de la relación contractual. Ello es así toda vez que si 

la normativa vigente hubiera querido conceder tal acción no hubiera tenido necesidad de 

aclarar que la sentencia hace "cosa juzgada" respecto del asegurador – art. Art. 118, 

párrafo tercero Ley 17.418 -. Ello ocurriría en caso de que la resolución quede firme, y 

será a partir de ese momento cuando se ponga en movimiento el contrato de garantía y 

sus consecuencias (En este sentido, cfr. CNCom., sala C- 20/12/2012. "Coto CICSA c. 

Cesce Argentina SA Seguros de Crédito y Garantías s/ medida precautoria"). 

 

VIII.2.- Por otra parte, el eventual pedido y/o consecuente 

concesión de una medida cautelar en tales condiciones representaría en el caso un 

evidente abuso procesal cautelar, vedado por los artículos 9 y 10 del Código Civil y 

Comercial, Ley 26994/14 (Cfr. KIELMANOVICH, "El abuso de derecho en las medidas 

cautelares",  LA LEY, 2012-E, 1208). 

En efecto, en toda medida cautelar – inclusive las contempladas 

por el párrafo segundo del art. 117 C.P.C.C.yT., deben existir razones que la justifiquen, 

y son los jueces quienes deben analizar la razonabilidad de esos justificativos. Es decir,  

pese a la letra de la norma procesal citada, su   interpretación armónica – arg. Arts. 1 y 2 

C.C.yC.- exige para la procedencia del embargo la existencia de un temor de daño 

inminente. 

En el caso, se necesitaría que se proponga disipar un temor de 

daño inminente, acreditado prima facie o presunto - peligro en la demora - (Cfr. Fassi, 

Santiago C. - Yáñez, César D, "Código Procesal Civil y Comercial. Comentado, Anotado 

y concordado", Ed. Astrea 3° ed., T. 2 p. 48 n° 7 y cita concordante que hace de: Podetti, 

J. Ramiro, "Tratado de las medidas cautelares", act. por V. Guerrero Leconte, Ediar 

1969). 

Y si bien es a cargo del eventual peticionante invocar y acreditar 

tal peligro, aclaro que dicho recaudo inexorable no se verifica en autos y por lo tanto no 

se justifica semejante medida sobre fondos líquidos que podrían efectuar el normal 

desenvolvimiento de la actividad del asegurador. Veamos: 

 

a).- De conformidad a lo dispuesto por el art. 33 de la ley 20.091, 

la aseguradora debe efectuar la correspondiente reserva conforme a la sentencia que se 



dicte. De sumarse un embargo a la reserva efectuada, el grado de afectación sería 

duplicado, lo que luce carente de razonabilidad. 

 

b).- Cuando la medida precautoria se requiere contra una 

compañía aseguradora, no basta con la mera invocación de una sospecha sobre la 

imposibilidad futura de responder por la obligación que se le imponga en la sentencia de 

mérito, máxime cuando se solicita embargo de cuentas que puede afectar la liquidez de 

la empresa o su giro comercial. 

La interpretación acerca de si la compañía aseguradora se 

encontrará o no en condiciones de afrontar una condena que no deja de ser hipotética 

pertenece al terreno del peligro genérico, de modo que cualquier proyección que se haga 

al respecto sin el respaldo de un cálculo financiero que lo avale de manera cabal, no 

aporta elementos de convicción suficientes para la procedencia de la medida cautelar. 

Se ha entendido, ante planteos similares, que "el daño, del que es pasible toda relación 

jurídica por el paso del tiempo, de aquel peligro específico de daño ulterior que puede ser 

derivado del retraso propio de la duración del proceso ordinario (conf. De los Santos, 

Mabel, La medida cautelar genérica o innominada, en "Tratado de las Medidas 

Cautelares", págs. 153/154, Ed. Jurídica Panamericana, 1997). 

 

IX.- DERECHO: 

Fundo la presente contestación en las normas legales, doctrina 

y jurisprudencia citadas en el contexto de la misma. 

 

X.- CASOS Y RESERVAS CONSTITUCIONALES: 

A todo evento, atento a la naturaleza, gravedad y seriedad de 

las cuestiones planteadas, hago expresa reserva de todos los recursos constitucionales 

que correspondan, tanto provinciales – art. 145 del C.P.C.C.yT. de Mendoza – , como 

federales – art. 14 ley 48 y normas concordantes del C.P.C.C. de la Nación. 

Al efecto, debe tenerse presente que en el caso, podría verse 

configurada la cuestión federal para habilitar esta vía, por afecarse eventualmente los 

principios de legalidad, debido proceso y tutela judicial efectiva, en caso de que la 

resolución que se dicte no sea una derivación razonada del derecho vigente a las 

circunstancias acreditadas en la causa. 

 

XI.- PETITORIO: 

En virtud de lo expuesto en los apartados anteriores, a  V.S. 

solicito: 

 

XI.1.- Me tenga por presentado, parte y domiciliado en el 

carácter invocado. 



 

XI.2.- Tenga por rechazada en tiempo y forma la citación en 

garantía formulada a esta parte. 

 

XI.3.- Tenga presente las consideraciones vertidas y la prueba 

ofrecida para su oportunidad. 

 

XI.4.- Otorgue al rechazo de citación en garantía el trámite de 

ley, y oportunamente haga lugar al mismo. 

 

XI.5.- Tenga presente la contestación de demanda efectuada en 

subsidio y las reservas expresas formuladas. 

SERÁ JUSTICIA. 
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